SENTENCIA DE TUTELA 1ª INSTANCIA N° 020
RADICACIÓN: 6600122040002019 00109-00

ACCIONANTE: JOSÉ RAÚL VILLEGAS CASTRO
DECLARA IMPROCEDENTE

El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso.  El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la respectiva Secretaría.

TEMAS:
DEBIDO PROCESO / TUTELA CONTRA DECISIÓN JUDICIAL / LEGITIMACIÓN DEL APODERADO JUDICIAL / DEBE TENER PODER ESPECIAL PARA PROMOVER LA ACCIÓN DE TUTELA O UN PODER GENERAL.
… la Sala encuentra un vicio relacionado con la legitimidad por activa al interponer la demanda de tutela. Obsérvese que si bien el abogado Helmer Alonso Castaño Bérmax manifiesta que actúa en representación legal de los derechos del señor José Raúl Villegas Castro, al momento de interponer la acción constitucional no allegó el poder especial que lo acreditara como tal, ni mucho menos lo hizo dentro del lapso concedido por la Sala para tal efecto.
Y es que en este asunto lo que está en entredicho son derechos fundamentales del señor VILLEGAS CASTRO, y por ende su defensa compete directamente al afectado, a no ser que se demuestre que está en imposibilidad de desarrollar tal cometido, caso en el cual existe autorización para agenciar derechos ajenos, tal cual lo prevé el artículo 10 del Decreto 2591/91, pero esa circunstancia debe ser expresamente manifestada al ejercer la acción. De manera adicional, para el ejercicio profesional del derecho a la postulación, se ha previsto la especial exigencia del poder específicamente conferido para ese fin por el titular de los derechos que se presentan como quebrantados. (…)
… no estaba facultado el profesional del derecho para proponer la acción como representante judicial del señor JOSÉ RAÚL VILLEGAS CASTRO, ante la carencia de poder especial que le otorgara tal calidad y no haber acreditado que actuaba como agente oficioso.
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TRIBUNAL SUPERIOR DE PEREIRA
       SALA de decisión PENAL

             Magistrado Ponente 

     JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

Pereira, catorce (14) de agosto de dos mil diecinueve (2019)

                                                                  Acta de Aprobación No 719
                                                  Hora: 1:40 p.m.
1.- VISTOS

Procede esta Corporación, a decidir la acción de tutela instaurada mediante apoderado por el señor JOSÉ RAÚL VILLEGAS CASTRO, contra el Juzgado Cuarto Penal del Circuito de Pereira, por considerar vulnerados sus derechos fundamentales, sin aludir a alguno en específico.
2.- SOLICITUD 
El confuso escrito de tutela, se puede sintetizar de la siguiente manera: (i) la Juez Cuarta Penal del Circuito -ad quem-, confirma la decisión emitida por el inferior -Juzgado Tercero Penal Municipal con función de control de garantías-, al decir que la Fiscalía en 3 años no ha logrado establecer si está frente a una conducta de fraude procesal; (iii) la ad quem quiso desorientar el único tema central planteado a la a quo, a quien se le pedía la suspensión del poder dispositivo del taxi de placas SJS-292 afiliado a la empresa Covicharalda, en lo que respecta al cambio de dueño, de manera interna; (iv) hizo alusión a que en tutela 103036 la Corte dice que si el accionante persiste en la queja sobre la conculcación de derechos a las víctimas, puede acudir ante un juez de control de garantías, lo cual nada le importó a la ad quem; (v) se explicó que el vehículo SJS-292 cambió de dueño al interior de la Cooperativa Covicharalda, lo que no se podía hacer, ya que el automotor y su capacidad transportadora conforman integralmente el taxi; (vi) FREDY OROZCO como representante de dicha cooperativa confirma el fraude procesal, al no poderse cambiar de dueño diferente al que figura en el certificado de tradición, sin embargo así se hizo y se le informó a la juez correspondiente, y concomitante la variación de propietario desaparecieron dicho rodante; (vii) tal situación le ha generado al acreedor unas pérdidas por más de 460´000.000 de lo producido diariamente por el vehículo, y (viii) si no existe fraude, ocultamiento con fines defraudativos y obstrucción a la justicia, no entiende qué pasa, que ninguna autoridad haga nada. 
Pide se revoque la decisión emitida en segunda instancia, y se disponga la suspensión del poder dispositivo del automotor con placas SJS-292, interno A-555 de la Cooperativa Covicharalda, para que la juez pueda ordenar la reposición del vehículo nuevo con iguales placas a favor de JOSÉ RAÚL VILLEGAS CASTRO.

3.- CONTESTACIÓN

La Sala no obstante las falencias advertidas, admitió la acción Constitucional -previo plazo al letrado para que aportara el poder respectivo- se corrió traslado de la misma al Juzgado accionado y se dispuso vincular al Juzgado Tercero Penal Municipal con función de control de garantías de Pereira, así como a quienes tuvieron la calidad de intervinientes dentro del trámite aludido por el actor -fiscal, indiciados, apoderados, representante de víctimas, Ministerio Público-, algunos de los cuales dieron respuesta a la tutela, así:
3.1.- La titular del Juzgado Cuarto Penal del Circuito de Pereira expresó que en ese despacho se confirmó por auto de agosto 05 de 2019 la decisión proferida por el Juzgado Tercero Penal Municipal con función de control de garantías en junio 12 de esta anualidad, mediante la cual no autorizó la suspensión del poder dispositivo del vehículo de placas SJS-292, la cual se declaró improcedente.  En cuanto a la acción constitucional señala que no se han quebrantado derechos fundamentales, en tanto lo decidido estuvo acorde con los preceptos constitucionales y lineamientos procesales.

3.2.- El apoderado de la Cooperativa de Taxis de Risaralda Ltda “Covicharalda”, y del señor FREDY OROZCO CASTAÑEDA refirió lo siguiente: (i) en el asunto que se pretende sea resuelto por esta vía, no se ha vulnerado derecho alguno y se han brindado todas las garantías, a la vez que ha acudido a los trámites ordinarios y extraordinarios ante el Juzgado Segundo Civil Municipal; (ii) la Sala ya resolvió una tutela similar contra la Fiscalía Novena Seccional, y resalta que en ningún momento autoridad alguna ha considerado por vía de tutela la solicitud de suspensión del poder dispositivo del bien, el cual ya operó en el proceso ejecutivo; (iii) ninguna relevancia tiene que ante dicha Cooperativa no figure el señor BERNARDO SERNA como propietario del vehículo, al tratarse de un trámite interno realizado previo traspaso del vehículo vinculado a estas diligencias, lo que fue truncado por la medida cautelar decretada sobre el mismo, y por ello todavía pertenece a su parque automotor hasta que se dilucide la controversia civil planteada por el ejecutante y accionante, y (iv) pide se deniegue la acción constitucional.

4.- PRUEBAS

Se tuvieron como tal los documentos aportados por las partes. 
5.- Para resolver, SE CONSIDERA

El Tribunal es competente para fallar este caso de conformidad con la facultad consagrada en la Constitución Política en su artículo 86 y en los Decretos 2591/91 y 1382/00, este último modificado por los Decretos 1069/15 y 1983 de 2017.

5.1.- Problema planteado 

Corresponde establecer a la Sala si por parte del Juzgado Cuarto Penal del Circuito de Pereira (Rda.), con ocasión de las diligencias que allí se tramitaron, se vulneraron los derechos fundamentales del señor JOSÉ RAÚL VILLEGAS CASTRO. No obstante, con antelación a ello deberá determinarse si se cumplieron las exigencias legales para la procedencia de la acción constitucional, más concretamente lo relacionado con la legitimación en la causa por activa.

5.2.- Solución

De acuerdo con el artículo 86 de la Constitución Política, toda persona podrá acudir a la tutela para reclamar la protección a sus derechos constitucionales fundamentales, y procederá contra toda acción u omisión de la autoridades públicas, o particulares según se trate, siempre que “el afectado no disponga de otro medio de defensa judicial, salvo que aquélla se utilice como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable”.

La acción de tutela constituye el instrumento válido para que los ciudadanos acudan ante cualquier juez en procura de hacer respetar los derechos fundamentales que resulten afectados o vulnerados, siempre y cuando no haya otro medio de defensa judicial al que se pueda recurrir o de existir éste, se trate de evitar un perjuicio irremediable caso en el cual la tutela procede de manera transitoria.

En esta oportunidad debe decirse desde ahora que la Sala encuentra un vicio relacionado con la legitimidad por activa al interponer la demanda de tutela. Obsérvese que si bien el abogado HELMER ALONSO CASTAÑO BÉRMAX manifiesta que actúa en representación legal de los derechos del señor JOSÉ RAÚL VILLEGAS CASTRO, al momento de interponer la acción constitucional no allegó el poder especial que lo acreditara como tal, ni mucho menos lo hizo dentro del lapso concedido por la Sala para tal efecto
.

Y es que en este asunto lo que está en entredicho son derechos fundamentales del señor VILLEGAS CASTRO, y por ende su defensa compete directamente al afectado, a no ser que se demuestre que está en imposibilidad de desarrollar tal cometido, caso en el cual existe autorización para agenciar derechos ajenos, tal cual lo prevé el artículo 10 del Decreto 2591/91, pero esa circunstancia debe ser expresamente manifestada al ejercer la acción. De manera adicional, para el ejercicio profesional del derecho a la postulación, se ha previsto la especial exigencia del poder específicamente conferido para ese fin por el titular de los derechos que se presentan como quebrantados. Sobre el particular, es oportuno contextualizar tal situación, para lo cual acudimos al siguiente extracto jurisprudencial:

“[…] 2.2. Ahora bien, en eventos en los que no se acude por medio de apoderado judicial, es decir, que no está de por medio un mandato, como es el caso de la agencia oficiosa o de la representación legal, no se requiere ser profesional del Derecho, sino especificar la calidad en que se actúa en el escrito correspondiente.

El Artículo 10 del Decreto 2591 de 1991 dispone que se pueden agenciar derechos ajenos cuando el titular de los mismos no esté en condiciones de promover su propia defensa, pero que “cuando tal circunstancia ocurra, deberá manifestarse en la solicitud”. Según la norma, es preciso que concurran dos elementos para que se configure la agencia oficiosa: (1) que el directamente afectado no esté en condiciones de promover su propia defensa y (2) que tal situación se manifieste claramente en el escrito.

Si bien es cierto la informalidad es característica esencial del trámite constitucional, tanto que no se exigen mayores formalidades para su presentación, al punto que puede hacerse verbalmente, no lo es menos que cuando quien interpone la acción no es el titular de los derechos, se deben observar unas reglas precisas. 

Dentro de un normal ejercicio de la acción de tutela, son los directamente afectados quienes están legitimados para acudir ante el juez constitucional en procura de hacer cesar la vulneración de los derechos fundamentales o la amenaza sobre ellos. De forma excepcional pueden ejercitar la acción otras personas, entre ellas los abogados, evento en el cual es requisito sine qua non contar con un poder específico o general otorgado por su titular, con el fin de concurrir en sede de tutela y con claro señalamiento de los derechos que se consideran vulnerados; de otra manera, no podrá ser tenido tal representante judicial como legítimamente facultado para ejercitar la acción. Ese es el entendimiento que se le ha dado a este tipo de representación judicial, tanto por las Cortes como por esta misma Sala de Decisión. Al respecto en la sentencia T-083/16, se dijo:

“4. La Corte Constitucional ha indicado que la acción de tutela es una herramienta procesal preferente, informal, sumaria y expedita que pretende el amparo de los derechos fundamentales de una persona que se ven vulnerados o amenazados por la acción u omisión de una autoridad pública o particular. No obstante, estas características no relevan al accionante de cumplir ciertos requisitos mínimos, entre ellos, demostrar la legitimación en la causa por activa en el asunto respectivo
.
 
5. El artículo 86 de la Carta Política
 establece que cualquier persona, por sí misma o a través de otra que actúa en su nombre, puede promover la acción de tutela. En desarrollo de ese precepto superior, el artículo 10 del Decreto 2591 de 1991
 dispone que la persona que vea vulnerados o amenazados sus derechos fundamentales puede ejercer la acción de tutela, para que ella o su representante conjure esa situación. Además, prevé que un tercero agencie los derechos del afectado y solicite su protección, cuando el titular de aquellos se encuentra imposibilitado de solicitar su salvaguarda
.
 
6. La Corte Constitucional, en Sentencia SU-377 de 2014, puntualizó las siguientes reglas jurisprudenciales en cuanto a la legitimación por activa se refiere: (i) la tutela es un medio de defensa de derechos fundamentales, que toda persona puede instaurar “por sí misma o por quien actúe a su nombre”; (ii) no es necesario, que el titular de los derechos interponga directamente el amparo, pues un tercero puede hacerlo a su nombre; y (iii) ese tercero debe, sin embargo, tener una de las siguientes calidades: a) representante del titular de los derechos, b) agente oficioso, o c) Defensor del Pueblo o Personero Municipal.
 
7. Respecto a las calidades del tercero fijadas en la última regla, en esa misma providencia de unificación, esta Corporación especificó: a) representante puede ser, por una parte, el representante legal (cuando el titular de los derechos sea menor de edad, incapaz absoluto, interdicto o persona jurídica), y por otra, el apoderado judicial (en los demás casos). Para ser apoderado judicial, la persona debe ser abogado titulado y a la acción debe anexar poder especial para el caso o en su defecto el poder general respectivo
; b) como agente oficioso puede obrar un tercero “cuando el titular de los mismos [es decir, de los derechos] no esté en condiciones de promover su propia defensa. Cuando tal circunstancia ocurra deberá manifestarse en la solicitud” (Art. 10 del Decreto 2591 de 1991); y c) el Defensor del Pueblo y los personeros municipales pueden instaurar la tutela conforme a la ley y la jurisprudencia a nombre de quien se los solicite o esté indefenso
”. -negrillas de la Sala-
En este preciso caso, se aprecia en primer lugar que el titular directo de los derechos fundamentales vulnerados -al parecer al debido proceso- es el señor JOSÉ RAÚL VILLEGAS CASTRO, y lo que se sabe es que el abogado HÉLMER ALONSO CASTAÑO BÉRMAX al parecer es quien lo representa en los trámites judiciales que se adelantan ante la Fiscalía General de la Nación y el Juzgado Segundo Civil Municipal, para lo cual muy seguramente cuenta con poder para tales efectos, el cual tampoco se aportó, y aunque así lo fuera tal documento no lo autoriza para actuar en esta tutela, toda vez que para ello se requiere un poder especial o general que lo faculte para concurrir en defensa de derechos fundamentales de terceros. Tampoco se encuentra acreditada la agencia oficiosa, por cuanto se desconoce si el señor VILLEGAS CASTRO padece de algún impedimento que le permitiera acudir por sí mismo a la acción de tutela, y por el contrario, se aprecia que es el letrado CASTAÑO BÉRMAX quien lo asiste en los diferentes asuntos judiciales.
En esas condiciones, no estaba facultado el profesional del derecho para proponer la acción como representante judicial del señor JOSÉ RAÚL VILLEGAS CASTRO, ante la carencia de poder especial que le otorgara tal calidad y no haber acreditado que actuaba como agente oficioso.

Por lo antes mencionado, la Corporación declarará improcedente la acción de tutela impetrada por el señor JOSÉ RAÚL VILLEGAS CASTRO, por falta de legitimación por activa.
5.- DECISIÓN 
Por lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, en Sala de Decisión Penal, administrando justicia en nombre de la República, por mandato de la Constitución y de la Ley,  
FALLA
PRIMERO: SE DECLARA IMPROCEDENTE la acción de tutela presentada a nombre del señor JOSÉ RAÚL VILLEGAS CASTRO, al no haberse acreditado la legitimación del letrado que interpuso la misma, para actuar en el presente asunto. 
SEGUNDO: Si la sentencia no fuere impugnada, remítase el expediente a la H. Corte Constitucional para su eventual revisión. 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE

Los Magistrados,
JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE
          JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

MANUEL YARZAGARAY BANDERA
� Ver constancia visible a folio 31.


� Sentencia T-379 del 12-04-2005 M.P. Dr. Jaime Córdoba Triviño.


� Ver Sentencias T-724 de 2004 y T-623 de 2005. Reiteradas en el Fallo T-069 de 2015.


� “Toda persona tendrá acción de tutela para reclamar ante los jueces, en todo momento y lugar, mediante un procedimiento preferente y sumario, por sí misma o por quien actúe a su nombre, la protección inmediata de sus derechos constitucionales fundamentales, cuando quiera que éstos resulten vulnerados o amenazados por la acción o la omisión de cualquier autoridad pública.” (Negrilla fuera del texto original).


� “La acción de tutela podrá ser ejercida, en todo momento y lugar, por cualquiera persona vulnerada o amenazada en uno de sus derechos fundamentales, quien actuará por sí misma o a través de representante. Los poderes se presumirán auténticos. También se pueden agenciar derechos ajenos cuando el titular de los mismos no esté en condiciones de promover su propia defensa. Cuando tal circunstancia ocurra, deberá manifestarse en la solicitud. También podrán ejercerla el Defensor del Pueblo y los personeros municipales.” (Negrilla fuera del texto original).


� Providencia T-069 de 2015.


� En cuanto a las exigencias para ser apoderado judicial, consultar la Sentencia T-531 de 2002. 


� Al respecto, ver Auto 030 de 1996.
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